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Políticas de Seguridad Pública
en una Sociedad Democrática:
Perspectivas Comparadas

Argentina ha evidenciado a lo largo de la dé-
cada de los noventa un progresivo aumento de las
tasas de delito y de la percepción de inseguridad
por parte de la ciudadanía.A partir de dichos au-
mentos, la seguridad se ha convertido en un tema
prioritario de la agenda pública. Se ha visto que
la inseguridad no es un fenómeno aislado sino
que tiene implicaciones importantes en la gober-
nabilidad democrática, y por ende, en la estabili-
dad del país.

La grave situación de inseguridad en toda Amé-
rica Latina ha provocado varios procesos de reforma
policial e institucional en diferentes países de la re-
gión. Para estimular la discusión sobre políticas de se-
guridad pública y para generar el intercambio de ex-
periencias de diferentes países se llevó a cabo la con-
ferencia Políticas de Seguridad Pública en una Socie-
dad Democrática: Perspectivas Comparadas en con-
junto con la Universidad de San Andrés, el Programa
Latinoamericano del Woodrow Wilson Center y el
Centro de Estudios Legales y Sociales el 25 de sep-
tiembre de 2002.

Joseph S.Tulchin (Director del Programa Latinoa-
mericano del Woodrow Wilson Center) señaló que

este seminario forma parte del trabajo sobre seguri-
dad ciudadana iniciado por el Programa Latinoame-
ricano hace 5 años en América Latina y que en el ca-
so de la Argentina se enlaza con una preocupación es-
pecial por la crisis. Esta preocupación, remarcó, gene-
ró la creación de un proyecto especial del Programa
Latinoamericano sobre Argentina. El trabajo del Pro-
grama Latinoamericano en el área de seguridad ciu-
dadana se inició con un relevamiento de las diferen-
tes experiencias en seguridad pública en América La-
tina y será plasmado en un libro que saldrá próxima-
mente en los Estados Unidos. Como parte de la se-
gunda etapa de trabajo se organizaron reuniones y de-
bates en Chile, Perú, Brasil y ahora en Argentina. El
propósito de todos estos seminarios, que son realiza-
dos siempre en conjunto con instituciones locales, fi-
nalizó Tulchin, es mejorar los canales de comunica-
ción entre las fuerzas de seguridad y la ciudadanía.

La conferencia contó con la asistencia de más de
150 personas, y tuvo una amplia repercusión en los
medios de comunicación y la comunidad académica.
Se cree haber alcanzado el objetivo de estimular una
discusión profunda de una política pública particular-
mente compleja. El debate a lo largo de la conferen-
cia demostró que iniciativas de este tipo contribuyen
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nerada por altos niveles de corrupción e ineficiencia.
Además resaltó que se percibe en la región una ten-
dencia a militarizar la policía y manejar la represión
en momentos de tensión social preelectorales en con-
textos de alta debilidad institucional.

Por lo tanto, los sistemas precarios con los que
cuentan los países de la región del Caribe, según el
análisis de Bobea, enfrentan una serie de retos impor-
tantes: deben emprender reformas que sitúen a los
ciudadanos en el centro del sistema, tender a la socia-
lización de experiencias y prácticas, desarrollar una
visión holística de la violencia y visualizar al agente
policial como agente creador de políticas.

Es importante cuestionar el conflicto de valores
provocado por la tendencia de reaccionar con mano
dura frente a la inseguridad. Ignacio Cano (Universi-
dad del Estado de Río de Janeiro, Brasil) señaló que
tradicionalmente la seguridad pública es presentada
como la optimización de dos ecuaciones: maximizar
eficiencia y minimizar el menoscabo de los derechos
civiles. El desafío por delante es tener una sola ecua-
ción.“Cuando la policía comete un abuso está come-
tiendo un delito tan grave como el que intenta pre-
venir,” resaltó Cano.

Manuel Martín (Universitat de Barcelona, Espa-
ña) hizo hincapié en la problemática de gobernabili-
dad sosteniendo que debe haber un vinculo más fuer-
te entre los conceptos de seguridad ciudadana y go-

bernabilidad democrática en la práctica. “Tenemos
que ser capaces de tener seguridad, con la policía y
manteniendo la gobernabilidad democrática,” afirmó
Martín. Sin embargo, hay que ser consiente de que la
policía sola no va a acabar con los problemas. Tiene
que haber un trabajo cooperativo que reforme la po-
licía y que le haga parte vigente de la gobernabilidad.
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a generar nuevos consensos en un área marcada por
visiones sumamente contrapuestas.

SEGURIDAD CIUDADANA Y GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA

La relación entre la seguridad pública y la gober-
nabilidad democrática fue uno de los temas centrales
de las ponencias. En su análisis de la seguridad ciuda-
dana en América Central y el Caribe, Lilian Bobea
(FLACSO, República Dominicana) señaló que existe
una tendencia de los gobiernos de la región a buscar
en las políticas de mano dura la salida fácil y de cor-
to plazo. El endurecimiento de
las penas, la adopción de la pe-
na de muerte y el tratamiento
de jóvenes como adultos son
algunas de las medidas propues-
tas que demuestran esta ten-
dencia, y que serán muy riesgo-
sas en países como los del Caribe donde los sistemas
estatales son muy débiles.

Por otra parte, las amenazas de la gobernabilidad
democrática están vinculadas al deterioro de la sensa-
ción de seguridad y el aumento de la violencia. Entre
los factores de riesgo a la gobernabilidad Bobea se re-
firió a la desnaturalización de la función policial ge-

“Cuando la policía comete un abuso está cometiendo un delito
tan grave como el que intenta prevenir,” resaltó Ignacio Cano.



“La sensación de inseguridad nos está llevando al in-
dividualismo, a la desintegración social, al abandono
de los espacios públicos. Si esto pasa, entonces ¿para
qué queremos a la policía? La policía sólo tiene sen-
tido si contribuye a mejorar la integración social,” fi-
nalizó Martín.

Esto indica que la seguridad está íntimamente li-
gada a la organización política y social de un país.
Mariano Ciafardini (Subsecretario de Política Crimi-
nal de la Nación,Argentina) remarcó que “todavía no
nos sacamos de encima el lastre de una profunda vio-
lación de la ley y las garantías.” Por otra parte, afirmó
que hablar de políticas de seguridad implica hablar de
la sociedad que se quiere tener. Por ejemplo, no es lo
mismo la seguridad en una sociedad marcada por las
relaciones horizontales que en una sociedad de rela-
ciones verticales. Es necesario, sostuvo Ciafardini,
convocar a la ciudadanía para hacer políticas de segu-
ridad como ha hecho el programa puesto en marcha
por la Subsecretaría de Política Criminal en Argenti-
na que actualmente se implementa en la Ciudad de
Buenos Aires y otras localidades.

REFORMAS POLICIALES COMPARADAS

La conferencia se demostró rica en materia
comparativa en cuanto a las reformas policiales. Los
participantes pudieron comparar reformas en distintas
localidades de la Argentina y en Brasil, Chile y Perú.

Enrique Font (Universidad Nacional de Rosa-
rio, Provincia de Santa Fe,Argentina) abordó la temá-
tica de las reformas policiales a través del análisis de la
relación entre cultura y acción.A partir de diferentes

formas de entender esta relación, señaló, se abren di-
ferentes formas de entender las reformas policiales.
Según un primer enfoque, la subcultura de la policía
traba el estado de derecho produciendo un conflicto
entre dos culturas. Desde esta perspectiva, las refor-
mas deben buscar cambiar las pautas de reclutamien-
to. Un segundo enfoque sostiene que las reglas orga-
nizacionales no son neutrales y que promueven patro-
nes de desviación. Desde esta perspectiva, habría que
promover cambios en el modo de gerenciamiento.

Según Font, existe una tercera perspectiva que
implica entender la relación entre cultura y acción
como sensibilidades. Ofreció como ejemplo de esto
las lógicas promovidas por expresiones como “guerra
al delito” o “meter bala a los delincuentes.” Desde es-
ta tercera perspectiva, se debe generar nexos entre las
sensibilidades de la policía y la sociedad en la que se
desarrolla. Adoptar esta tercera perspectiva implica
desplazar el enfoque de la reforma policial a la refor-
ma del gobierno de la seguridad y, por consiguiente,
no aceptar de forma acrítica que existe un monopo-
lio de la policía sobre la seguridad.

Juan Lescano (Jefe de Policía, Provincia de Neu-
quén,Argentina) se refirió a la reforma policial pues-
ta en marcha por la policía neuquina. Ésta parte de los
siguientes objetivos: entender la seguridad como un
problema de todos, ciudadanizar el sistema de forma-
ción policial, aumentar las exigencias del nivel educa-
tivo de los ingresantes, poner énfasis en la prevención
del delito y en el profesionalismo y disminuir los ni-
veles verticales en la estructura organizativa.

Para lograr estos objetivos, se emprendieron di-
ferentes acciones. Una de las primeras fue iniciar un
proceso de reforma de la policía en torno al modelo
de policía comunitaria con la colaboración de la Uni-
versidad de Barcelona. Entre las medidas adoptadas se
encuentran la adopción del ingreso único, el incre-
mento del tiempo de preparación de 3 meses a 1 año,
la modificación del régimen de cursado, el cambiar a
un sistema de semi-internado y la adopción de la exi-
gencia de título secundario completo.

Eduardo Massa (Ex Director del Consejo de Se-

3

“Tenemos que ser capaces de tener
seguridad, con la policía y manteniendo
la gobernabilidad democrática,” afirmó
Manuel Martín. 



áreas y horarios donde existe mayor concentración
delictual. Beato señaló que lo importante no es sólo
generar los datos y herramientas sino poner estas he-
rramientas en uso. Por ejemplo, a partir de esta herra-
mienta, la policía no sale a patrullar de manera alea-
toria sino donde están concentrados los delitos.

Además Beato presentó dos proyectos en los que
está participando la UFMG: uno referido al control
de homicidios en favelas y otro al control de robos en
el centro de la ciudad de Belo Horizonte. La meto-
dología de trabajo en ambos proyectos se basa en la
formación de grupos de diferentes instituciones. “La
policía sola no va a resolver los problemas.Tiene que
poseer información e ideas que funcionen,” afirmó
Beato. Según él, en Brasil es muy común pensar que
solo el diseño de una idea alcanza lograr su objetivo.
Sin embargo, es preciso tener ideas que funcionen.
Por ello, finalizó, el CRISP trabaja en relación con la
alcaldía de la ciudad y otras instituciones.

Carlos Basombrío (Viceministro del Interior,
Perú) analizó la experiencia de reforma de la policía
del Perú emprendida en el 2001. El proceso iniciado
persigue cuatro grandes objetivos: desmilitarizar la
función policial, luchar contra la corrupción y el abu-
so, modernizar la gestión y mejorar la calidad de vida
de los policías.

Para la elaboración del diagnóstico se creó la
Comisión para la Reforma y se pusieron en marcha
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guridad Ciudadana de la Provincia de Córdoba, Ar-
gentina) analizó la experiencia cordobesa de reforma
policial y participación ciudadana puesta en marcha
en el año 2000. Entre las medidas adoptadas, señaló,
se encuentran el aumento de la cantidad de personal
policial en la calle y la reducción del personal admi-
nistrativo y del trabajo que se realiza en las sedes po-
liciales. Además, se jerarquizó la dirección de asuntos
internos.

Además, esta reforma ha puesto énfasis en la im-
portancia clave de la participación de los vecinos. Pa-
ra ello, se creó el Consejo de Seguridad Ciudadana, el
cual está compuesto por ocho especialistas en seguri-
dad y es organizado a nivel barrial en juntas vecina-
les. Massa resaltó que luego de dos años, numerosas
juntas vecinales siguen existiendo con un gran abanico
de propuestas, demandas y cursos de acción elegidos.

Por último, Massa señaló que hasta el momento
las medidas adoptadas no han significado una dismi-
nución inmediata de los índices delictivos. Sin embar-
go, sostuvo, es necesario resaltar que varias de las re-
formas tendrán efecto en el largo plazo y que las cau-
sas del delito no dependen estrictamente de la insti-
tución policial sino de otras causas más profundas.

Claudio Beato (Universidade Federal de Minas
Gerais, Brasil) presentó el sistema de georeferencia-
miento del delito que realiza el CRISP de la Univer-
sidade Federal de Minas Gerais junto con la policía
estatal. Este sistema permite localizar exactamente ca-
da delito y a partir de esta información visualizar las

Según Font, existe una tercera perspectiva,
adoptarla implica desplazar el enfoque de
la reforma policial a la reforma del gobierno
de la seguridad y, por consiguiente, no
aceptar de forma acrítica que existe un
monopolio de la policía sobre la seguridad.
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diferentes mecanismos de consulta. Entre las medidas
emprendidas en la búsqueda d  e la desmilitarización,
se encuentran el manejo civil del Ministerio del In-
terior, la separación de defensa
y seguridad interior, el otorga-
miento del derecho a voto del
personal policial y el fin de los
tribunales militares. Otra de las
líneas de reforma emprendidas
tuvo que ver con abrir el mi-
nisterio hacia la sociedad, por
ejemplo, a través del trabajo en
conjunto con organizaciones de la sociedad civil que
auditan las licitaciones públicas.

Basombrío admitió que el proceso de reforma es
largo y está enmarcado en una situación política muy
inestable. Concluyó que “es más lo que queda por ha-
cer que lo hecho; todavía la población no percibe los
cambios.”

EFICIENCIA DE LAS INSTITUCIONES DE SEGURIDAD

Aunque es muy importante reformar las unida-
des policiales, también se requiere que estas unidades
sean eficientes y eficaces. Por consiguiente, es necesa-
rio analizar la eficiencia de las instituciones. Por

ejemplo, un análisis de diferentes experiencias de po-
licía comunitaria que hizo Hugo Frühling (Universi-
dad de Chile) demuestra que los niveles de adapta-

ción institucional son muy débiles. Frühling conclu-
yó que la mayor parte de estos programas no cuentan
con impacto porque los programas de policía comu-
nitaria no alcanzan al componente investigativo y los
vecinos reciben escasa capacitación para fiscalizar el
trabajo realizado por la policía.

Por otro lado, habría que analizar las institucio-
nes políticas además de las instituciones policiales.
Marcelo Saín (Vice Ministro de Seguridad de la Pro-
vincia de Buenos Aires,Argentina) hizo un diagnósti-
co del sistema policial argentino en torno a las di-
mensiones político institucional y policial. En cuanto
a la primera, señaló que ha habido un permanente
desgobierno político y permanente delegación de las
políticas a la institución policial. Esto generó una im-
pronta de autonomía en las fuerzas policiales. Como
consecuencia de ello, hay una ausencia de esquemas
de conducción política.

En cuanto a la dimensión policial enumeró dife-
rentes problemas entre los que se encuentra la ausen-
cia de políticas de personal adecuada, teniendo como
resultado, por ejemplo, que de los 28.673 miembros
de la policía de la provincia de Buenos Aires abocados
a las jefaturas departamentales, sólo 5.000 están aboca-
dos exclusivamente a tareas de provisión de seguridad.

Sin embargo, existe una enorme resistencia de la
fuerza policial a la capacitación especializada. Saín
asocia este fenómeno con una cultura en la que “el
buen policía sabe un poquito de todo.”Además insis-
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“Todo el mundo habla de la necesidad de capacitar, pero si
no existe un sistema de adecuación de la capacitación a la
organización funcional, la capacitación pierde sentido,”
comentó Marcelo Saín. 
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tió que la capacitación tiene que desarrollarse con la
mirada hacia su aplicación.“Todo el mundo habla de
la necesidad de capacitar, pero si no existe un sistema
de adecuación de la capacitación a la organización fun-
cional, la capacitación pierde sentido,” comentó Saín.

EN PERSPECTIVA

Un efecto importante de esta conferencia, junto
con las conferencias llevadas adelante en Santiago de
Chile, Lima y Bello Horizonte, es que parece estar
consolidándose un abordaje con categorías concep-
tuales y metodológicas similares entre los investigado-
res que participaron de ellas. La creación de una co-
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munidad académica hemisférica en los temas de segu-
ridad es un logro de enorme importancia para el de-
sarrollo de estudios de políticas públicas en América
Latina.

De hecho, las exposiciones y el debate generado
en la conferencia han dejado claro que la realidad ar-
gentina tiene muchos puntos de contacto con la de
otros países latinoamericanos y que es clave avanzar
en miradas regionales de la problemática de la seguri-
dad. Por otro lado, surge como central la necesidad de
que el debate deje de darse en ámbitos aislados sino
que se generen espacios de diálogo y confluencia en-
tre diferentes ámbitos ligados a las políticas de seguri-
dad ciudadana.
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